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Ciudad de México a 27 de octubre de 2020 

OFICIO N° CCM/IL/DIP/ERA/037/2020 

 

DIPUTADA MARGARITA SALDAÑA HERNÁNDEZ 

PRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO DE LA 

CIUDAD DE MÉXICO, I LEGISLATURA  

P R E S E N T E  

 

  

El suscrito, Diputado Eleazar Rubio Aldarán, integrante del Grupo 

Parlamentario Morena, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, 

apartado A, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 29, y 30 de la Constitución Política de la Ciudad de México; 12 

fracción II, 13 y 21 de la Ley Orgánica del Congreso de la Ciudad de México; 1, 2 

fracción XXXVIII, 79 fracción IX, 86, 94 fracción IV,100, 101, 212 fracción VII del 

Reglamento del Congreso de la Ciudad de México, someto a la consideración del 

Pleno de este Congreso, la siguiente: INICIATIVA CON PROYECTO DE 

DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA EL ARTÍCULO 319 BIS AL CÓDIGO 

PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

 La corrupción es uno de los problemas más grandes y graves por los que 

atraviesa la nación entera, ante esto, el Presidente Andrés Manuel López Obrador 

y la Jefa de Gobierno Claudia Sheinbaum Pardo, en sus políticas de Gobierno es 

el del combate a la corrupción, siendo uno de los ejes centrales de más 

importancia en sus gobiernos, ya que con ello se atendería una problemática 
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social como lo es la corrupción, que durante muchos sexenios no existió, por lo 

que este un paso muy importante, para lograr el cambio y transformación de 

nuestro país, pues ha sido un factor muy importante de la falta de crecimiento del 

país y de la perdida inversiones importantes. 

 

La corrupción la podemos definir, como el abuso del poder para beneficio 

propio. Puede clasificarse en corrupción a gran escala, menor y política, según la 

cantidad de fondos perdidos y el sector en el que se produzca. 

 

Corrupción a gran escala: La corrupción a gran escala consiste en actos 

cometidos en los niveles más altos del gobierno que involucran la distorsión de 

políticas o de funciones centrales del Estado, y que permiten a los líderes 

beneficiarse a expensas del bien común. 

 

Actos de corrupción menores: Los actos de corrupción menores consisten 

en el abuso cotidiano de poder por funcionarios públicos de bajo y mediano rango 

al interactuar con ciudadanos comunes, quienes a menudo intentan acceder a 

bienes y servicios básicos en ámbitos como hospitales, escuelas, departamentos 

de policía y otros organismos. 

 

Corrupción política: Manipulación de políticas, instituciones y normas de 

procedimiento en la asignación de recursos y financiamiento por parte de los 

responsables de las decisiones políticas, quienes se abusan de su posición para 

conservar su poder, estatus y patrimonio. 

 Al respecto, el INEGI, a propósito del día internacional contra la corrupción 

que se celebra el 9 de diciembre, realizó un comunicado de prensa donde informa 

lo siguiente: 
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“En México, 56.7% de población de 18 años y más considera que la 
corrupción es uno de los problemas más importantes que enfrenta la entidad 
federativa donde reside, solo por detrás de la inseguridad y la delincuencia. 

• Durante 2017, 14.6% de la población adulta que tuvo contacto con un 
servidor público sufrió algún acto de corrupción, observándose un aumento en la 
prevalencia de corrupción respecto a 2015  

• En 2018, 17 entidades contaron con Plan o Programa Anticorrupción 
estatal, 9 indicaron estar en proceso de integrarlo y 6 indicaron no contar con uno.  

Ante el debilitamiento de las instituciones, la democracia, la ética y la 
justicia que deja la corrupción entre las sociedades, y el obstáculo que significa 
para el desarrollo de las naciones y el estado de derecho, la Asamblea General de 
las Naciones Unidas aprobó la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción que tiene entre sus objetivos la promoción y el fortalecimiento de 
medidas para prevenir y combatir la corrupción de manera eficaz y eficiente, 
facilitar la cooperación internacional y la asistencia técnica. Además, para crear 
conciencia sobre la gravedad de este problema, se designó el 9 de diciembre 
como Día Internacional contra la Corrupción. 

La corrupción es un problema que afecta a organizaciones públicas y 
privadas y se define como el abuso de la posición organizacional para obtener 
beneficios de manera ilegítima. Además, se caracteriza por ser un fenómeno 
multidimensional, que se realiza en secrecía, involucra a varios actores y tiene 
orígenes e impactos políticos, sociales, culturales y/o económicos. A fin de trazar 
estrategias de prevención, combate y sanción contra la corrupción basadas en 
evidencia, es necesario conocer sus patrones, tendencias y características.  

A lo largo de los últimos años México ha realizado diversos esfuerzos para 
hacer frente a esta problemática. La más reciente ocurrió en 2015 cuando se 
reformó la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para fortalecer 
las facultades de la Auditoría Superior de la Federación (ASF) y crear el Sistema 
Nacional Anticorrupción (SNA), como mecanismo encargado de coordinar la 
Política en materia de corrupción a nivel nacional. Un año después, se expidieron 
nuevas leyes que buscaron otorgar piso normativo al combate a la corrupción, 
tales como la Ley General de Responsabilidades Administrativas, la Ley Orgánica 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Ley de Fiscalización y 
Rendición de Cuentas de la Federación. 
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Actualmente, el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 hace explícito como 
objetivo central el erradicar la corrupción del sector público como elemento clave 
para el desarrollo. Para tal efecto, el Programa Nacional de Combate a la 
Corrupción y a la Impunidad y la Mejora de la Gestión Pública 2019-2024 propone 
atender las causas y efectos de la corrupción, a través del combate a los niveles 
de impunidad administrativa en el gobierno federal, la promoción de la eficiencia y 
eficacia de la gestión pública, la profesionalización y la gestión eficiente de los 
recursos humanos de la Administración Pública Federal, así como del uso 
eficiente y responsable de los bienes del Estado Mexicano.  

En el mismo sentido, algunos gobiernos locales han colocado el combate a 
la corrupción como estrategia prioritaria en sus programas estatales de desarrollo.  

En este contexto, el presente comunicado ofrece una fotografía del 
problema de la corrupción en nuestro país y una visión panorámica de los 
mecanismos con los que cuentan las entidades federativas para prevenir y atender 
dicha problemática, a partir de la información que brindan la Encuesta Nacional de 
Calidad e Impacto Gubernamental (ENCIG) y el Censo Nacional de Gobierno, 
Seguridad Pública y Sistema Penitenciario Estatales (CNGSPSPE), instrumentos 
elaborados por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI).  

En México, 56.7% de población de 18 años y más considera que la 
corrupción es uno de los problemas más importantes que enfrenta la entidad 
federativa donde reside, solo por detrás de la inseguridad y la delincuencia. 
Además, la proporción de población que piensa que la corrupción es un acto 
frecuente en su entidad federativa pasó de 83% en 2011 a 91.1% en 2017. 

Durante 2017, 14.6% de la población de 18 años y más que tuvo contacto 
con algún servidor público sufrió algún acto de corrupción, siendo la Ciudad de 
México la de mayor porcentaje de víctimas con 20.1%, seguida de Quintana Roo 
con 17.6% y Morelos con 17.2%. Por el contrario, Guanajuato, Puebla, Veracruz y 
Colima fueron las entidades con las menores prevalencias de corrupción. Además, 
en 2017, a nivel nacional se observó un aumento de poco más de dos puntos 
porcentuales en el porcentaje de población víctima de corrupción respecto a lo 
estimado en 2015 y 2013. 

Entre 2015 y 2017, la prevalencia de corrupción en el país aumentó dos 
puntos porcentuales, motivado principalmente por el incremento en la prevalencia 
en 20 entidades. Algunas de ellas, como Chiapas, Aguascalientes, Nuevo León y 
Zacatecas duplicaron el porcentaje de victimas de corrupción respecto a la 
prevalencia observada en 2015. Por su parte, en algunas entidades la prevalencia 
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de corrupción se redujo en esos dos años, siendo Sinaloa, Morelos y Puebla las 
que tuvieron mayor disminución con 4.2, 2.9 y 2.7 puntos porcentuales, 
respectivamente. Los cambios en esos años sugieren una mayor propensión al 
empeoramiento en la frecuencia de actos corrupción a que se observe una 
situación de mejora.  

A nivel nacional, el contacto con autoridades de seguridad pública, 
permisos relacionados con la propiedad o trámites ante el Ministerio Público 
fueron los espacios donde se han observado las mayores prevalencias de 
corrupción: 59.5% de las personas que tuvieron contacto con autoridades de 
seguridad pública, 30.7% de las que tramitaron permisos relacionados con la 
propiedad y 25.1% de las que realizaron trámites ante el Ministerio Público, 
observándose asimismo un aumento en la frecuencia de corrupción en esos 
trámites entre 2015 y 2017. Por su parte, hubo una reducción en la prevalencia de 
corrupción en los trámites en juzgados o tribunales de justicia. 

Un aspecto importante en el combate a la corrupción es la denuncia. Sin 
embargo, en 2017, 82.6% de la población a nivel nacional que sufrió algún acto de 
corrupción no denunció el delito. Hay variaciones entre entidades: Quintana Roo, 
Colima y Michoacán son las entidades con las mayores tasas de denuncia, con 
38.7%, 30.4% y 26.8% de víctimas que dieron cuenta a las autoridades, 
respectivamente.  

Los principales motivos de la población para no denunciar los actos de 
corrupción se relacionan con la falta de confianza en las autoridades para atender 
el caso. Dos datos que sobresalen es que casi tres de cada 10 víctimas de 
corrupción no denunciaron por que obtuvieron algún beneficio o bien, porque 
consideraron que la corrupción es una práctica común. 

La importancia del Sistema Nacional Anticorrupción (SNA) radica en la 
posibilidad de diseñar e instrumentar acciones integrales en materia de 
prevención, control, y sanción de hechos de corrupción mediante la coordinación 
de distintas instituciones en los tres órdenes de gobierno. La coordinación con las 
autoridades locales competentes requiere que, a través de la instauración de los 
Sistemas Locales Anticorrupción, las entidades federativas homologuen el SNA 
para trazar acciones homogéneas a lo largo del país. 

 Al respecto como se observa, las 32 entidades habían realizado reformas a 
la Constitución local y expedido la Ley Estatal del Sistema Anticorrupción; 
además, 31 entidades habían realizado las adecuaciones pertinentes a la Ley 
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Orgánica de la Administración Pública y, en total, 20 entidades habían concluido la 
armonización legislativa.  

 

Entre las entidades con menor avance en la armonización se encuentra 
Veracruz con cuatro normativas pendientes; Nayarit, Chihuahua, Tlaxcala y 
Coahuila con tres, siendo la Ley de Responsabilidades Administrativas la que en 
siete estados aún no se había promulgado al cierre de 2018. 

Los datos anteriores ilustran el progreso al 2018 en las entidades 

federativas para la conformación del Sistema Nacional Anticorrupción. Es 

importante notar que este proceso es continuo y que aún en estos días se 

continúa con los ajustes y la construcción institucional, a fin de contar con los 

mecanismos de coordinación entre niveles de gobierno en materia de prevención, 

detección y sanción de faltas administrativas y hechos de corrupción.  

Parte de las atribuciones del SNA es el diseño e implementación de la 

política pública en la materia a nivel nacional, la cual debe delinear las estrategias 

y acciones para la prevención, control y sanción de la corrupción. Al indagar sobre 

la consideración estratégica de la lucha contra la corrupción dentro del Plan o 

Programa de Desarrollo Estatal (PDE), se encontró que de las 29 entidades que 

en 2018 contaron con un PDE, 24 indicaron que la anticorrupción y el control 

interno de la administración pública eran ejes rectores, mientras que en tres más 

se incluyeron uno de los dos temas como eje rector de sus instrumentos 

programáticos.  

Otros temas que fueron identificados como ejes rectores de los PDE, 

fueron: seguridad pública, desarrollo urbano, desarrollo social y desarrollo 

económico. En contraste, temas como el de justicia cívica, manejo de residuos y 

reinserción social fueron los menos considerados por las entidades en sus 

programas de desarrollo. 

Sin embargo, no todas las entidades que indicaron considerar la lucha 

contra la corrupción como eje estratégico de desarrollo contaron con un Plan o 

Programa específico anticorrupción. De las 26 entidades que incluyeron el tema 

de combate a la corrupción en su PDE, Colima, Guanajuato, Morelos, Nayarit, 

Quintana Roo y Tabasco no contaron con un instrumento programático específico. 

Por su parte, Aguascalientes, Baja California Sur, Coahuila, Querétaro y Sonora 

estaban en proceso de integrarlo y las 15 entidades restantes sí contaban con un 
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plan o programa anticorrupción. Por su parte, Nuevo León y Veracruz reportaron 

tener un plan anticorrupción pese a que el primero no indicó considerarlo como eje 

rector de su PDE y el segundo señaló estar en proceso de integrar un PDE. Lo 

que resulta en un total de 17 estados en el país que tenían un programa 

anticorrupción en 2018.  

Respecto al tipo de acciones incluidas en los planes estatales 

anticorrupción, destaca la capacitación con base en códigos de ética y el 

fortalecimiento de mecanismos de denuncia ciudadana, las cuales estuvieron 

contempladas en casi todos los programas estatales anticorrupción. 

Además de la existencia de un Plan o programa anticorrupción, las 

administraciones públicas realizan acciones para controlar riesgos y/o actos de 

corrupción en ciertos trámites en específico. Las áreas donde las entidades han 

puesto mayor atención para la prevención de la corrupción son: la declaración 

patrimonial, las áreas de compras de gobierno y las áreas donde se canalizan las 

solicitudes de apoyo de programas sociales. Cabe mencionar que sólo seis 

entidades (Chiapas, Jalisco, Querétaro, Tamaulipas, Tlaxcala y Zacatecas) 

contemplan las infracciones de tránsito o de seguridad pública como parte de las 

áreas de control, aun cuando es en la interacción de los ciudadanos con las 

autoridades de seguridad pública en donde se observa la mayor prevalencia de 

corrupción, que de acuerdo con la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto 

Gubernamental fue 59.5% en 2017. 

Las acciones de capacitación son un elemento importante en las estrategias 

de control de la corrupción ya que permite a los servidores públicos conocer las 

distintas formas que adopta la corrupción e identificar las situaciones donde se 

pueden detonar actos de corrupción, así como dotarles de competencias para 

inhibir que incurran en estas prácticas.  

Durante 2018, 30 entidades realizaron capacitaciones en materia de 

anticorrupción y a nivel nacional se acreditaron 178 069 servidores públicos en 

materia anticorrupción. Los temas de cultura de la legalidad y código de ética los 

que concentran más servidores públicos acreditados, con 62.3% del total de 

servidores públicos que recibieron algún curso de capacitación en la materia.  

Destacan Jalisco, San Luis Potosí y Campeche con personal acreditado en 

11 temas, seguidos por Coahuila y Baja California Sur con personal acreditado en 

10 y 9 temas, respectivamente. En contraste, la Ciudad de México cuenta con 

acreditados solo en el tema de declaración patrimonial.  
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Personal acreditado en los temas de control interno, código de ética y 

declaración patrimonial fueron los que un mayor número de entidades reportaron 

tener, siento el tema de rendición de cuentas el menos presente entre las 

entidades federativas. 

Cuando los servidores públicos incumplen sus obligaciones, la población 

puede presentar alguna queja y/o denuncia ante los órganos de control interno o 

ante una instancia de contraloría de la administración pública de la entidad 

federativa. Si bien, las quejas no necesariamente implican actos de corrupción, 

estas pueden ser alertas sobre deficiencias en trámites y servicios en los que 

subyacen riesgos de corrupción, como el insinuar o solicitar un soborno para 

facilitar lo requerido. Las denuncias funcionan como un detonante de pesquisa 

sobre posibles actos ilícitos. 

  En 2018, las 32 administraciones públicas estatales recibieron un total de 

45 684 quejas y/o denuncias por la actuación indebida de los servidores públicos, 

lo que significa una tasa nacional de 1.8 quejas y/o denuncias por cada 100 

servidores públicos de las administraciones públicas estatales.  

En estado de México, Aguascalientes y Oaxaca es donde se observaron las 

tasas de denuncia más altas en el país. Por otra parte, 13 entidades recibieron 

menos de una queja y/o denuncia por cada 100 servidores públicos, siendo 

Guerrero la de menor proporción. 

El número de denuncias ha disminuido respecto a los dos últimos años, 

siendo 2016 el año en el que se recibieron la mayor cantidad de quejas y/o 

denuncias con un incremento de 29.3% respecto de 2015.  

México, la Ciudad de México y Jalisco son las entidades que mayor 

cantidad de quejas y/o denuncias recibieron entre 2014 y 2018. Cabe resaltar el 

caso de Nuevo León que en 2014 y 2015 recibió poco más de 2 mil denuncias y a 

partir de 2016 se redujeron a más de la mitad, lo que la coloca entre las 5 

entidades con menor cantidad de denuncias en 2017. 

Derivado de las quejas y/o denuncias recibidas por las administraciones 

públicas estatales, se iniciaron 11 193 investigaciones por la presunta 

responsabilidad de faltas administrativas, que representaron 59.3% del total de 

investigaciones iniciadas en 2018, a lo que se suman 5 295 (28%) de 

investigaciones producto de auditorías y 2 401 (12.7%) denuncias iniciadas por 

oficio (2 401). Con lo cual se resalta la importancia de la denuncia en el proceso 

de investigación y sanción de las infracciones. Específicamente 5 entidades 
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(Ciudad de México, Jalisco, Guanajuato, Oaxaca, Hidalgo) concentraron casi 50% 

de las investigaciones iniciadas en el país.  

En 12 estados la mayor cantidad de investigaciones se originaron de 

auditorías, observándose 80% de estos casos en Chiapas, Campeche y Sinaloa. 

Una vez concluida la investigación sobre la presunta falta administrativa, la 

autoridad substanciadora admite el informe de presunta responsabilidad 

administrativa y comienza el procedimiento de responsabilidad administrativa, con 

el cual se determina la existencia o no de la falta; además, en caso de tratarse de 

faltas graves, también se da aviso al órgano ministerial. 

Durante 2018, en la Ciudad de México se iniciaron la mayor cantidad de 

procedimientos por responsabilidad administrativa con 22.0% del total nacional, 

seguida del estado de México con 17.4% y Jalisco con 16.4%. La menor cantidad 

se iniciaron en Nuevo León, Quintana Roo, Durango y Sinaloa con menos de 10 

procedimientos y en Campeche, Michoacán y Tamaulipas no se iniciaron 

procedimientos de responsabilidad administrativa. 

Cuando de la etapa de investigación y de los procedimientos de 

responsabilidad se determina la existencia de una falta administrativa, se procede 

a la aplicación de una o varias sanciones a los servidores públicos involucrados. 

En 2018 se sancionaron un total de 6 988 servidores públicos en 27 entidades 

federativas, 70% de los cuales se concentraron en cinco entidades: Ciudad de 

México, México, Chiapas, Oaxaca y Sonora. Respecto al tipo de falta por el que se 

sancionó a los servidores públicos, 82.1% fueron por faltas no graves y 12% por 

faltas graves. 

  Los principales tipos de faltas graves por las que hubo sanciones fueron 

negligencia administrativa y omisión de la declaración patrimonial y/o conflicto de 

interés. Cabe mencionar que las entidades en las que se sancionaron servidores 

por faltas graves fueron: estado de México (505 servidores), Baja California (119), 

Ciudad de México (110), Oaxaca (47), Sonora (43), Tabasco (10), Jalisco (3) y 

Baja California Sur (1). 

Como se mencionó, si la falta en la que incurrió el servidor público es 

calificada como grave se da aviso a la autoridad ministerial ya que el tipo de 

acción detrás de la falta es tipificada como un delito en el código penal federal o 

en el código penal de las entidades federativas.  

En 2018, 16 entidades federativas realizaron alguna denuncia por actos de 

corrupción ante un órgano ministerial en las que se vieron implicados 378 
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servidores públicos, lo que equivale a 0.02% de los servidores públicos de las 

administraciones públicas estatales. Las entidades con mayor cantidad de 

servidores públicos imputados fueron Oaxaca, Jalisco, Ciudad de México y 

Chihuahua, con más de 50 servidores públicos denunciados. El presunto delito por 

el que hubo más servidores públicos implicados fue el peculado con más de 100 

servidores públicos denunciados. 

A manera de aproximación, por cada 100 denuncias recibidas por las 

administraciones públicas estatales en 2018 hubo 15 servidores públicos 

sancionados. Los datos que conforman esta publicación ofrecen un acercamiento 

al fenómeno de la corrupción en México. Ilustran también cómo el tema ha 

adquirido relevancia como eje estratégico de política pública, así como los 

esfuerzos normativos e institucionales que se están llevando a cabo en el país -

tanto a nivel federal como local- para prevenir, controlar y sancionar esta práctica 

y que presenta, por su complejidad, serios desafíos para su adecuada atención.  

Con este documento, el INEGI se suma al esfuerzo por combatir la 

corrupción a partir de evidencia concreta que ayude a la elaboración de 

estrategias. Estos datos buscan crear conciencia sobre la importancia de combatir 

esta problemática que lacera a la sociedad mexicana.” 

De lo que podemos resumir, que la reforma del 2015, de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos fue muy importante para la creación del 

Sistema Nacional Anticorrupción (SNA), el que se encargará de coordinar la 

Política en materia de corrupción a nivel nacional. 

 

Y que el programa Nacional de Combate a la Corrupción y a la Impunidad y 

la Mejora de la Gestión Pública 2019-2024 propone atender las causas y efectos 

de la corrupción, a través del combate a los niveles de impunidad administrativa 

en el gobierno federal, la promoción de la eficiencia y eficacia de la gestión 

pública, la profesionalización y la gestión eficiente de los recursos humanos de la 

Administración Pública Federal, así como del uso eficiente y responsable de los 

bienes del Estado Mexicano. 
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Concluyendo que la Ciudad de México y Jalisco son las entidades que 

mayor cantidad de quejas y/o denuncias recibieron entre 2014 y 2018. Cabe 

resaltar el caso de Nuevo León que en 2014 y 2015 recibió poco más de 2 mil 

denuncias y a partir de 2016 se redujeron a más de la mitad, lo que la coloca entre 

las 5 entidades con menor cantidad de denuncias en 2017. 

 

De lo que se advierte, que es momento de comenzar a crear normas 

preventivas, con el fin de en primer momento reducir los índices de corrupción y 

posteriormente erradicarlo, lo cual es la meta de Gobierno Federal y el de esta 

Ciudad de México. 

 

Por lo que se propone adicionar el artículo 319 Bis, al Código Penal para el 

Distrito Federal, para que queden de la siguiente forma:  

   

CODIGO PENAL PARA EL  
DISTRITO FEDERAL. 

 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTA DE REFORMA 
 
 

Sin correlativo. 

ARTÍCULO 319 Bis. Se impondrán de 
dos a seis años de prisión y de cien 
a seiscientos días multa y 
suspensión de la cedula profesional 
para ejercer la abogacía, por un 
término igual al de la pena impuesta, 
al que como defensor público o 
privado, en cualquier tipo de juicio o 
investigación, realice actos de 
corrupción consistentes en 
aprovechárse de la situación en la 
que se encuentra su cliente o familia 
de este, y les solicite cualquier 
cantidad de dinero, propiedades, 
objetos o valores, con el argumento 
que es para entregárselo al 
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Ministerio Público, Juez o 
Magistrado, o personal de cualquiera 
de estas Instituciones, para que 
resuelva a favor de su cliente, en 
cualquier acuerdo, sentencia, 
resolución o libertad del indiciado o 
imputado, a pesar de ser un derecho 
establecido en la Constitución 
Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, Constitución Política de 
la Ciudad de México y la Ley 
procesal vigente. 
 

 

TRANSITORIOS: 

 

PRIMERO: Publíquese en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 

 

SEGUNDO: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación. 

 

Ciudad de México, a 27  de octubre de 2020. 

 

 

ATENTAMENTE 

 

 

 

DIP. ELEAZAR RUBIO ALDARÁN. 
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